Center for Hemispheric Defense Studies





REDES 2003





Research and Education in Defense and Security Studies





October 28-30, 2003, Santiago, Chile





Panel: Threats to Caribbean Security





La Convención de la OEA contra el tráfico ilícito de armas: la perspectiva de México y la problemática centroamericana.





Carmen Moreno de Del Cueto


Mexico








 






































The statements and opinions presented by the authors of "REDES 2003 Academic Papers", do NOT represent the views of the Department of Defense (DoD), the National Defense University (NDU) or the Center for Hemispheric Defense Studies (CHDS). Any release, quotation or extraction for publication must be coordinated with the author of the document.  Any use of these materials outside of the context of this seminar is NOT authorized.


�


















La Convención de la OEA contra el tráfico ilícito de armas: la perspectiva de México y la problemática centroamericana.








		


Carmen Moreno de Del Cueto


           Coordinadora del Programa Académico de 


                     Prevención de Conflictos y Negociación


Centro de Estudios Interdisciplinarios en Ciencias y Humanidades


Universidad Nacional Autónoma de México


México




















PANEL NUEVOS DESAFIOS A LA SEGURIDAD REGIONAL: PROLIFERACION DE ARMAS  LIGERAS  Y PRIVATIZACION DE LA SEGURIDAD CIUDADANA.








.


�
ABSTRACT


Esta ponencia aborda por un lado, la perspectiva multilateral y el cumplimiento de los tratados multilaterales, por otro, cual es la perspectiva de México en torno a los temas propuestos, y los mecanismos de cooperación regional que pueden establecerse en el marco de los Tratados internacionales.


Se calcula que el 40% del comercio de armas pequeñas se realiza a través de medios ilícitos. Asimismo, se estima que dos millones de armas pequeñas y ligeras circulan en Centroamérica y que el 80% del flujo de armas que entran a México, tiene su origen en el sur de California, Texas y Florida.


Señala que a pesar de los esfuerzos el problema ha continuado y a partir del 11 de septiembre y del cambio de paradigmas, conceptos y prioridades en materia de seguridad en el Hemisferio, la necesidad de emprender nuevas acciones en esta lucha es evidente.


Enmarca el problema en un concepto de seguridad nacional como la condición permanente de libertad,  paz y justicia social, mostrando que el problema del trafico de armas amenaza claramente la seguridad nacional.


Por ello se señala la necesidad de un nuevo enfoque de cooperación, esbozándo luego los desafíos y la áreas de cooperación regional














La proliferación de armas de fuego, municiones y explosivos se ha convertido en un serio problema para las sociedades en el mundo en desarrollo. Se ha comprobado que a mayor disponibilidad de armas de fuego, mayor criminalidad. Así también se ha comprobado que existe una relación directa entre el tráfico ilícito de armas y el narcotráfico y, como si no fuera suficiente, el tráfico ilícito de armas ha abastecido a los terroristas.





En general, las armas se venden por primera vez de manera lícita y del primer o segundo comprador al siguiente son traspasadas de forma ilícita. En algunos casos, como en Centroamérica, las armas proceden supuestamente de “buzones” escondidos por los guerrilleros o grupos paramilitares para ser utilizados en momentos de lucha futura. Estos buzones, que deberían ya haber desaparecido, pues los tiempos de guerra oficialmente terminaron hace tiempo, siguen apareciendo y uno se pregunta si son un disfraz para el contrabando y si se han transformado en un pretexto o justificación que sirve a los traficantes para ocultar el verdadero origen de las armas atribuyéndoselo a un hallazgo fortuito. 





Esta disponibilidad excesiva de armas ligeras significa un gran reto para la seguridad regional y para la seguridad ciudadana.





Se requiere un esfuerzo sistemático y eficiente para establecer marcos jurídicos nacionales y mecanismos y programas de cooperación internacional tanto bilaterales como multilaterales para avanzar en el objetivo de restringir y reglamentar la posesión y propiedad de las armas ligeras. 





La Convención Interamericana es el primer instrumento multilateral de carácter vinculante que establece una serie de normas y principios dirigidos a la lucha contra el comercio illegal de estas armas.





La Convención establece obligaciones como la consulta a los receptores antes de autorizar un embarque, la obligación de marcar las armas al momento de su fabricación y numerosas medidas de cooperación para eliminar el contrabando.





Cómo se origina la Convención?


 


En la  X Cumbre del Grupo de Río celebrada en Cochabamba, Bolivia, en septiembre de 1996, el Presidente de México, Ernesto Zedillo, manifestó su especial preocupación por el tráfico ilícito de armas debido a que abastece al narcotráfico, al crimen organizado, a grupos terroristas y a que atenta contra el crecimiento económico, la consolidación de la democracia y contra individuos y comunidades inocentes. Zedillo señaló la necesidad de adoptar acciones firmes, claras y unificadas contra la venta indiscriminada de armas.





Como seguimiento a esta propuesta, se estableció un grupo de expertos encargado de elaborar un proyecto de convención contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados que concluyó sus labores en marzo de 1997.





Durante la reunión del Grupo de Río  en Asunción, Paraguay, se decidió transmitir el proyecto de convención a la consideración de la Organización de los Estados Americanos, con el objeto de lograr un proyecto de convención interamericana.





El Consejo Permanente de la OEA estableció, en marzo de 1997, un grupo de trabajo abierto para estudiar y considerar la propuesta. El Grupo celebró seis sesiones, de intensas negociaciones y logró acordar un proyecto de convención concluido el 17 de octubre de 1997. Gracias a que el Presidente Clinton había aceptado la inclusión de un texto sobre el tema en el comunicado conjunto de la reunión de México, cambió la actitud norteamericana en la OEA que antes se había dedicado a bloquear amablemente todos los esfuerzos realizados con el pretexto de que la posibilidad de una Convención infringiría el derecho individual a la defensa propia y a portar  armas. La National Rifle Association se había convertido en importante lobista y obstaculizaba cualquier intento de poner restricciones o reglas a la libre disponibilidad de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados. 





Fue necesaria no sólo la voluntad política de los Estados Miembros sino  enormes esfuerzos de convencimiento y concertación, novedosas técnicas de negociación incluso el hacerlo simultáneamente en dos español e inglés a base de pantallas en la sala y una labor especial del personal de la OEA y del personal de la Misión mexicana ante la OEA que dedicó largas horas a lograrlo. 





La Convención Interamericana Contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones y Explosivos y Otros Materiales Relacionados, se firmó por 29 Estados el 14 de noviembre de 1997, en el XXIV Período Extraordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, teniendo como testigos a los Presidentes de México y Estados Unidos.  Actualmente la Convención se encuentra en vigor.





La Convención establece las bases para contribuir a que el Continente Americano pueda liberarse del tráfico ilícito de este tipo de armas. Es el primer instrumento jurídico internacional que consagra nuevos y más eficaces mecanismos de cooperación entre los Estados para combatir los flujos ilícitos de armas pequeñas y ligeras, así como la posibilidad de eliminar los impactos negativos en la seguridad de las personas y la integridad de las instituciones.





La Convención establece 





la adopción de medidas legislativas nacionales para tipificar ciertos delitos como fabricación y tráfico ilícito de armas de fuego;





exigencia de nuevos métodos de marcaje a los fabricantes de armas de fuego para facilitar el rastreo e identificación de las mismas;





adopción de medidas en los Estados para impedir que las armas confiscadas lleguen a manos de los particulares o retornen a los circuitos del comercio ilícito;





modernización y armonización de los sistemas de licencias para la importación o exportación de armas, explosivos y materiales relacionados;





intercambio de información sobre productores y comerciantes de armas;





capacitación de personal encargado de este tipo de funciones;





asistencia judicial para la recopilación de pruebas;





cooperación entre los Estados en el campo de la inteligencia y el intercambio de la información y experiencias entre policías y agentes aduanales.


�
Además la Convención incluye definiciones acordadas por primera vez a nivel internacional de armas de fuego, de municiones, de explosivos, de manufactura ilícita y un Comité de las Partes que debería sesionar para avanzar en la cooperación.





Otras iniciativas internacionales.





En el ámbito de la Convención contra el crimen transnacional organizado se estableció un protocolo especial sobre tráfico ilícito de armas cuyos elementos se basaron en el contenido de la Convención  interamericana.





Así también en el marco del desarme convencional, las Naciones Unidas adoptaron un conjunto de recomendaciones para reducir y prevenir las acumulaciones excesivas y desestabilizadoras de este tipo de armamento y se  celebró una conferencia internacional sobre comercio ilícito de armas en todos sus aspectos. 





La idea de definir acciones a nivel regional y global para prevenir y reducir las transferencias ilícitas de armas pequeñas, permitió la adopción de la denominada Plataforma de Oslo. 





Al interior del Sistema de las Naciones Unidas se estableció el Centro de Acción sobre Armas Pequeñas (CASA) como punto focal para todas las actividades relativas a armas pequeñas.





Numerosas y eficientes organizaciones no gubernamentales han sido pioneras y constantes promotoras de la búsqueda de soluciones para esta problemática. El trabajo realizado para analizar la implementación del Programa de Acción de armas pequeñas es un ejemplo de la perseverancia,  decisión y capacidad  de este grupo. 





Por qué buscar eliminar la excesiva disponibilidad de armas?





Se calcula que el 40% del comercio de armas pequeñas se realiza a través de medios ilícitos. Asimismo, se estima que aproximadamente tres mil millones de dólares es el monto anual de ventas de armas pequeñas, lo que equivale a una octava parte del total de transferencias internacionales de armas convencionales. Se estima que dos millones de armas pequeñas y ligeras circulan en Centroamérica, siete millones en la región de Africa Occidental y diez millones en Afganistán. El 80% del flujo de armas que entran a México, tiene su origen en el sur de California, Texas y Florida. Las armas decomisadas por autoridades mexicanas, entre 1993 y 1995, fueron casi cinco mil armas pequeñas y ligeras, de ahí se duplicó la cifra y se comprobó que utilizaban la ruta del narcotráfico en sentido inverso. De ahí la iniciativa de la Convención.








Pero el problema ha continuado y a partir del 11 de septiembre y del cambio de paradigmas, conceptos y prioridades en materia de seguridad en el Hemisferio, la necesidad de emprender nuevas acciones en esta lucha es evidente.


 


Vínculo con la seguridad





Si entendemos por seguridad nacional la condición permanente de libertad,  paz y justicia social que, dentro de un marco de derecho, promueve el gobierno de un país con el concurso de la sociedad civil, a través de acciones políticas, sociales, económicas y militares, tendientes a equilibrar en forma dinámica las aspiraciones y los intereses de los diversos sectores de la población y del propio país en el ámbito internacional, entonces veremos que la proliferación de armas ligeras amenaza claramente la seguridad nacional.





En consecuencia para salvaguardar la seguridad nacional sería necesario  avanzar a nivel nacional y a nivel internacional en la limitación de la disponibilidad de armas de fuego y explosivos y, sobre todo en la eliminación del  tráfico ilícito de dichas armas.





La vinculación entre el tráfico ilícito de armas y el narcotráfico ha sido comprobada. Los carteles comercian ya no sólo drogas sino armas y personas. El negocio es grande y redituable. El dinero disponible para la corrupción es inagotable y si lo unimos a la debilidad estructural de las instituciones en la zona y a la escasez de recursos, nos damos cuenta del tamaño del desafío.





La frontera entre México y Guatemala, que es también la frontera entre México y Centroamérica, adquirió, a partir del 11 de septiembre un nuevo valor  estratégico. La necesidad de vigilarla y ordenarla es imperiosa y no corresponde a la escasa disponibilidad de recursos con que se cuenta. Se requiere un nuevo enfoque de cooperación para lograr al menos una situación de vigilancia aceptable.





Por su parte, Estados Unidos rediseñó los alcances de sus comandos y envió su frontera Sur al Suchiate, a la vez que acordó con Guatemala una versión ampliada de los Shipridder agreements, que había suscrito con los países caribeños, con lo que tendrá  acceso a mar, aire y tierra para combatir el narcotráfico.





Es necesario que Estados Unidos colabore en la lucha contra el tráfico ilícito de armas de fuego a la vez que coopera en la lucha contra el narcotráfico. Estados Unidos debería ratificar la Convención Interamericana o al menos instrumentar sus disposiciones. 





El contrabando de armas en la región se ha hecho más visible a partir de la lucha política y la transparencia en los distintos países. Conocemos triangulaciones en la región que incluyen empresas de seguridad, gobiernos, paramilitares y narcoguerrilleros involucrados en ventas y transacciones transfronterizas y sabemos de contrabandos hacia Africa. Todas estas operaciones se convierten en amenazas a la seguridad en nuestra región y en otros lugares.  





Los desafíos están claros:





Homologar normas y criterios en la región que vuelvan ilícita la posesión por los particulares de armas ligeras de alto calibre y alta potencia que deben quedar reservadas para las fuerzas armadas (misiles, armas de alto calibre, rifles de asalto y automáticas)


Mejorar las legislaciones nacionales para restringir el número y tipo de armas que puede tener un particular.


Establecer reglamentaciones sobre el tipo de armas que pueden poseer y utilizar las empresas de seguridad privada


Controlar el volumen de municiones que se pueden adquirir por persona por año. 


Publicar los volúmenes de compras de armas y municiones de las fuerzas de seguridad del Estado


Establecer requisitos de licencias y registros para todos los poseedores de armas de fuego.


Prohibir la libre venta de explosivos


Eliminar la manufactura clandestina de armas de fuego.


Destruir los arsenales de armas obsoletas.


Destruir los excedentes de armas ligeras en la región.


Establecer el compromiso de los exportadores de armas de no autorizar embarques dirigidos a usuarios desconocidos y regular estrictamente las actividades de importadores, intermediarios y otros comerciantes de armas y mantener un registro de empresas o individuos compradores. 





Todas estas áreas son oportunidades para promover iniciativas regionales.
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